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RESUMEN PALABRAS CLAVE
En el presente trabajo se analiza la prestación económica de asistencia per-
sonal derivada de situación de dependencia, en relación con la aplicación 
de los derechos de libre circulación y residencia previstos en la normativa 
de la UE. Como objetivo central se examina la posible inclusión en el Regla-
mento 883/04, de coordinación de sistemas de Seguridad Social en la UE. 
La jurisprudencia del TJUE ha sido protagonista en la determinación de las 
reglas aplicables en materia de totalización de periodos de residencia y ase-
guramiento (reconocimiento, conservación y recuperación), así como en la 
supresión del requisito de residencia (principio de exportación).
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ABSTRACT KEYWORDS
This paper analyzes the economic benefits of personal assistance derived 
from the perspective of dependency, taking into account the right to free-
dom of movement and EU residence regulations. The main objective of the 
paper is to examine the possible inclusion of Social Security systems in EU 
Regulation 883/04. CJEU jurisprudence plays a leading role in determining 
applicable rules governing total residence requieriments and Social Security 
(recognition, maintenance and recovery), as well as the waiving of the resi-
dence requirements.
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I. INTRODUCCIÓN

La exposición de motivos de la ley 39/061 (LAPAD) configura “un nuevo desarrollo de 
los servicios sociales”, en torno a la promoción y atención de las personas en situa-
ción de dependencia. La innovación que aporta el modelo español es palpable en 
diversas iniciativas2, siendo una de las más significativas la regulación de la figura del 
asistente personal.

El artículo 19 de la LAPAD permite asignar una prestación económica dirigida a 
la contratación de un servicio de asistencia personal (durante varias horas) que pro-
mueva una vida más autónoma de la persona en situación de dependencia. ¿Con qué 
finalidad? El objetivo de su concesión permite facilitar y fomentar el acceso al trabajo y 
la educación, así como el desenvolvimiento de las actividades básicas de la vida diaria 
(ocio y tiempo libre, así como otras actuaciones de desarrollo de la personalidad).

Se debe relacionar esta regulación con el contenido del artículo 19 de la Conven-
ción sobre los derechos de las personas con discapacidad3 (2006), donde las partes 

1. Ley de promoción de la autonomía personal y atención a personas en situación de dependencia, ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, publicada en el BOE de 15 de diciembre de 2006, núm. 299.

2. La generación de un derecho subjetivo de ciudadanía, la aportación del programa individual de atención como 
instrumento racional de asignación de prestaciones, la preferente asignación de un servicio profesional, la coope-
ración autonómica y estatal, la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no 
profesionales, alta en Seguridad Social en virtud de convenio especial para cuidadores familiares, la acreditación 
administrativa de centros y servicios destinados a mantener niveles de calidad, la formación o cualificación de los 
cuidadores, entre otras, son posibilidades que ofrece el modelo de dependencia español.

3. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, Nueva York con fecha 13 de diciembre de 
2006, Instrumento de ratificación publicado en el BOE de 21 de abril de 2008, núm. 96.e-
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asumen el derecho a la vida independiente, en condiciones de igualdad, con inclusión 
en comunidad y evitando el aislamiento. Para la consecución de este objetivo se re-
conoce, entre otras posibilidades, el acceso a la asistencia personal4. En el Preámbulo 
de la Convención se reconoce la importancia que supone para las personas con dis-
capacidad actuar conforme a su autonomía e independencia individual, así como la 
libertad en la toma de sus propias decisiones. En el reconocimiento de la asistencia 
personal ha contribuido especialmente el Movimiento de vida Independiente5.

Puede comprobarse que el objetivo de la asistencia personal es muy concreto, 
localizándose en el impulso de una vida lo más autónoma posible de la persona en 
situación de dependencia, a diferencia de otras prestaciones destinadas a la atención 
en materia de cuidados de larga duración. Esta distinción, promoción de la autonomía 
versus prestación de atenciones, deviene fundamental para el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea (TJUE), tal como se expondrá en el momento de analizar la posible 
aplicación del reglamento comunitario en materia de coordinación de sistemas de 
Seguridad Social.

¿En qué medida puede afectar el Derecho de la Unión Europea a la regulación de 
la prestación de asistencia personal? El Tratado de Funcionamiento de la UE6 (TFUE) 
permite la libertad de circulación y residencia de personas. Siguiendo a la Profesora 
Sánchez-Rodas Navarro7 se habilitan dos posibilidades en su articulado. La primera, re-
ferida a trabajadores por cuenta ajena (artículo 45 del TFUE); la segunda, prevista para 
los ciudadanos de los Estados miembros. (artículo 21.1 del TFUE). En este sentido, se 
habilita al Parlamento Europeo junto al Consejo para que puedan actuar y alcanzar la 
finalidad comunitaria (artículos 48 y 352 del TFUE), reglamentando la coordinación en 
materia de Seguridad Social. Fruto de esta habilitación normativa es la aprobación del 
Reglamento 883/2004 de coordinación comunitaria de regímenes de Seguridad Social8.

De manera práctica, se puede analizar la trascendencia de la asistencia personal 
desde una doble perspectiva. Por un lado, España es destino de ciudadanos proce-
dentes de Europa, con especial incidencia en determinadas Comunidades Autóno-
mas (Andalucía, Cataluña, Baleares, Canarias, Madrid, Murcia y Valencia)9. Por otro, 
los responsables autonómicos y nacionales manifiestan interés en el desarrollo de 
esta prestación, siendo previsible mayor número de reconocimientos en el futuro 
más cercano.

4. El artículo 19 de la convención establece como posibilidades de vida independiente, además de la asistencia 
personal, la domiciliaria, la residencial, al margen de otros servicios de apoyo comunitario.

5. Carbonell Aparici, G. J.: “El asistente personal para una vida independiente: una figura en construcción”, Revista 
de Derecho UNED, núm. 21, 2017, pp. 1878-216.

6. Publicado en el DOUE el 30 de marzo de 2010.
7. Sánchez-Rodas Navarro, C.: “El derecho a la libre circulación y la supresión de cláusula de residencia”, Temas 

Laborales, núm. 130, 2015, pp. 395-417.
8. Reglamento CE 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre coordinación de 

los sistemas de Seguridad Social, DOUE L 166, de 30 de abril de 2004. Ha sido modificado por el por el Reglamento 
988/2009, de 16 de septiembre de 2009 (DOUE de 30 de octubre de 2009, L 284/43) y el 1231/2010, de 24 de no-
viembre de 2010 (DOUE de 29 de diciembre de 2010, L 344/1).

9. Durán Muñoz, R.: “Atractivo de España para los jubilados europeos: del turismo a la gerontoinmigración”, Pano-
rama Social, núm. 16, 2012, pp. 151-165.e-
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En las próximas páginas se pretende examinar el desarrollo normativo español 
de la mencionada prestación de asistencia personal, analizando si su contenido que-
da enmarcado dentro del Reglamento 883/2004 de coordinación comunitaria. Ha 
sido fundamental la aportación del TJUE para clarificar su naturaleza jurídica y mati-
zar las circunstancias que condicionan su contenido, especialmente tras su reciente 
jurisprudencia.

II. �COMPETENCIA NACIONAL Y COORDINACIÓN EUROPEA EN 
MATERIA DE PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

Es competencia de cada Estado la regulación y determinación de los requisitos exi-
gibles en el acceso a sus prestaciones (sentencia del TJUE en asunto C-430/201510). 
No es materia asumida por la UE y, por tanto, existe libertad en la configuración del 
sistema de protección nacional. No obstante, se pueden establecer dos limitaciones 
en la configuración. Por una parte, se deben respetar las disposiciones que incidan en 
competencias transferidas a la UE, derecho propio comunitario, con especial inciden-
cia en el ámbito que nos ocupa de las disposiciones comunitarias sobre libre circula-
ción y residencia (sentencia del TJUE en el asunto C-562/1011). Por otra, es posible que 
la normativa nacional puede establecer exigencias específicas (por ejemplo, de resi-
dencia), siempre que tengan razón en función de circunstancias objetivas, al margen 
de la nacionalidad del potencial adquiriente y en lógica consecuencia con las metas 
estatales de cada autoridad nacional (sentencia del TJUE en el asunto C-138/0212).

Una vez determinada la competencia nacional en el desarrollo normativo, dado 
que no se ha producido transferencia al ámbito comunitario europeo, siempre con 
las limitaciones referidas en el párrafo anterior, es preciso determinar el papel que 
asume el Derecho de la UE. La función del Reglamento 883/04 es facilitar y alcanzar la 
coordinación en la aplicación al supuesto concreto, estableciendo reglas que garanti-
cen los principios de eficacia y suficiencia comunitaria (art. 45), en relación con los de 
actuación subsidiaria y proporcionalidad.

El Reglamento 883/04 es un instrumento que defiende la igualdad de trato y la 
libre circulación/residencia de personas. Permite aplicar una sola norma estatal, de 
conformidad con las reglas de determinación (arts. 11 a 16 del Reglamento 883/04). 
Una vez incluida la prestación objeto de controversia en su ámbito de aplicación, se 
dispone la legislación nacional susceptible de aplicación de acuerdo con las reglas 
fijadas en el título II del Reglamento (sentencia del TJUE en asunto C-266/201313). Por 

10. Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 01 de febrero de 2017, C-430/2015, Tolley y Secretary of State 
for Work and Pensions.

11. Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 12 de julio de 2012, C-562/2010, Comisión Europea contra la 
República Federal de Alemania.

12. Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 23 de marzo de 2004, C-138/02, B. F. Collins y Secretary of State 
for Work and Pensions.

13. Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 19 de marzo de 2015, C-266/2013, L. Kik y Staatssecretaris van 
Financién.e-
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tanto, la competencia es exclusiva de cada estado y el reglamento determina la legis-
lación que debe regir ante la ausencia de armonización.

Llegados a este momento cabe preguntarse si las prestaciones del sistema de 
dependencia español se encuentran incluidas en el ámbito de aplicación material del 
Reglamento 883/2004 y, de manera especial, la asistencia personal. En el supuesto de 
no inclusión en este marco de referencia, qué reglas se aplicarían en los supuestos 
de libre circulación y residencia. Antes de responder a estas cuestiones, es preciso 
analizar la naturaleza y la regulación española de la prestación de asistencia personal.

III. �NATURALEZA Y REGULACIÓN DE LA PRESTACIÓN DE 
ASISTENCIA PERSONAL EN EL DERECHO ESPAÑOL

La LAPAD establece tres prestaciones económicas, diferenciadas en función de su 
especial naturaleza. Por un lado, la vinculada al servicio (artículo 17 LAPAD) es recono-
cida ante la ausencia de servicio público en el catálogo14, facilitando su acceso al mer-
cado de manera provisional, hasta tanto se provea programa público o concertado. 
Por otro, la esencia de la prestación económica para cuidados en el entorno familiar 
y apoyo a cuidadores no profesionales, desarrollada en el artículo 18 de la LAPAD, 
radica en las atenciones que se efectúan en el entorno familiar, fundamentalmente 
personales. Finalmente, la prestación de asistencia personal (artículo 19 LAPAD) nace 
con la finalidad de facilitar la vida autónoma del beneficiario en el desarrollo de acti-
vidades básicas (especialmente trabajo, educación y ocio), primando la integración y 
desarrollo de la personalidad en la vida comunitaria.

A. Naturaleza y diferenciación respecto de figuras próximas

Es determinante el deslinde de la prestación de asistencia personal respecto de la 
referida a cuidados familiares o el servicio de ayuda a domicilio. La asistencia perso-
nal tiene como misión facilitar el desarrollo de una vida autónoma y la incorporación 
activa en la comunidad. La segunda, la excepcional prestación de cuidados familiares 
(persona del entorno, en su caso), se asienta en la atención informal (no profesional) 
prestada en el domicilio de convivencia. En este sentido, un rasgo característico de 
la prestación de asistencia personal (coincidiendo con la vinculada al servicio) es su 
mayor importe mensual, superior al de la prestación económica para cuidados en el 
entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales15, ante la necesidad de con-
tratar durante jornada determinada a la persona que vaya a ejercer de asistente.

14. A modo de ejemplo, encontrarse en lista de espera en servicio residencial y utilizar la prestación vinculada 
para financiar parte del coste de plaza privada.

15. Los importes máximos actuales en la prestación de asistencia personal, vigentes desde 2012: Grado III, 715,07 
€; el grado II, 426,12 € y el grado I, 300,00 €, descontándose los complementos de análoga, naturaleza y finalidad. 
Cantidad referida a doce mensualidades anuales. El importe de la prestación económica para cuidados en el entorno 
familiar y apoyo a cuidadores no profesiones, grado III un máximo de 387,64 €; el grado II hasta 268,79 € y el grado 
I con límite en 153,00 €.e-
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De igual modo, debe diferenciarse la asistencia personal del servicio de ayuda a 
domicilio. La prestación domiciliaria es realizada por una entidad externa debidamen-
te acreditada, destinada a realizar atenciones en la vivienda de la persona en situación 
de dependencia (art. 23 LAPAD), de modo que continúe permaneciendo en la misma. 
La finalidad de este programa se dirige a efectuar cuidados personales y, en su caso, 
actuaciones domésticas o de hogar.

¿Puede considerarse la asistencia personal prestación en metálico? ¿En especie? 
En páginas anteriores se ha indicado que su objetivo era promover la autonomía per-
sonal por medio de la contratación de la persona de apoyo, por tanto, el destino de 
la prestación es finalista y debe asimilarse a un servicio indirecto16, encuadramiento 
asumido por el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autono-
mía y Atención a la Dependencia17 (2014), ya que la consideración propia en metálico 
parece reservada en exclusiva a la prestación económica para cuidados en el entorno 
familiar y apoyo a cuidadores no profesionales.

B. Regulación en el derecho español

El desarrollo normativo de la prestación económica de asistencia personal es compe-
tencia de las Comunidades Autónomas (o Administración Pública competente18), es-
tableciéndose determinadas reglas homogeneizadoras en la LAPAD y su reglamento 
de prestaciones. De igual forma, el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sis-
tema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, órgano colegiado de coopera-
ción de la Administración General del Estado (AGE) con las Comunidades Autónomas 
(CC. AA.), ha aprobado propuestas de actuación, aunque con contenido limitado. No 
obstante lo anterior, existe una demanda en el movimiento asociativo1920 dirigida a la 
regulación nacional de la figura del asistente personal, con especial incidencia en el 
Régimen de Seguridad Social aplicable.

Un aspecto relevante que afecta a todas las prestaciones económicas, incluidas las 
de asistencia personal, es la aplicación del artículo 31 LAPAD, la deducción sobre el 
importe inicial de las prestaciones reconocidas de idéntica naturaleza y finalidad que 
reconozca cualquier régimen público de protección social. Aunque pueda tratarse 
de una lista abierta, se enumeran por su concesión frecuente los complementos de 

16. Los servicios de ayuda a domicilio, centro de día o residencial podrían considerarse directos y las prestaciones 
finalistas (vinculada al servicio o de asistencia personal) servicios indirectos.

17. Resolución de 31 de julio de 2014 de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad donde se publica 
el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia 
de 16 de julio de 2014 (criterios para determinar el contenido del servicio de promoción de la autonomía), BOE de 
14 de agosto de 2014, núm. 197.

18. La Administración del Estado, por medio del IMSERSO es competente en las Ciudades Autónomas de Ceuta 
y Melilla.

19. Foro de vida independiente y diversidad: La asistencia personal. Características y acciones a tomar para su im-
plantación, 2015, en http://forovidaindependiente.org/.

20. Fariñas, C.: “El asistente personal, figura clave en la autonomía de la persona con dependencia”, Revista auto-
nomía personal, núm. 22, 2018, pp. 56-61.e-
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(1) gran invalidez, de (2) asignación económica por hijo a cargo mayor de 18 y con al 
menos un 75% de discapacidad, (3) de tercera persona en las pensiones no contribu-
tivas de invalidez y (4) el subsidio por el mismo concepto establecido en la LISMI (Ley 
13/1982). Es una regla esencial destinada a evitar una posible doble financiación en 
la protección21.

El artículo 19 LAPAD define el objetivo pretendido con la figura del asistente perso-
nal (promover el logro de una vida más autónoma) y su posible aplicación a cualquier 
persona en situación de dependencia, sea cual fuera su grado reconocido, delegando 
la definición de los requisitos y condiciones de acceso en el Consejo Territorial de 
Dependencia. La asignación de la prestación debe estar reconocida en el programa 
individual de atención (art. 29 LAPAD), en tanto que instrumento racional de medida 
de intervención adecuada22. Dado el carácter finalista de la prestación económica, la 
contratación efectiva directa o indirecta (vía empresa de servicios), está implícita la 
necesaria justificación documental de este destino.

En este sentido, el Real Decreto 1051/201323, regulador de las prestaciones del 
sistema de dependencia, determina en su artículo 11 que corresponde a cada Comu-
nidad Autónoma (o Administración Pública competente) el desarrollo de las presta-
ciones económicas, entre ellas las de asistencia personal, teniendo en cuenta lo esta-
blecido por el Consejo Territorial antes mencionado. A diferencia del régimen general 
de compatibilidad (incompatibilidad entre prestaciones y respecto a otros servicios, 
exceptuados los de promoción, prevención y teleasistencia), el artículo 16.3 del Regla-
mento posibilita que cada Administración Pública competente pueda establecer un 
régimen especial de compatibilidad.

Por tanto, del contenido de la LAPAD y su reglamento de prestaciones, la compe-
tencia normativa para regular los requisitos de la asistencia personal es propia de 
las Comunidades Autónomas (salvo la Administración del Estado en Ceuta y Melilla), 
aunque bajo la reserva de derecho estatal en los siguientes contenidos: (1) su aplica-
bilidad a los tres grados de dependencia (gran dependencia, dependencias severa y 
moderada), (2) la configuración como programa de promoción de la autonomía, cuyo 
objeto es (3) facilitar la libre elección de contratación mercantil (empresa de servicios) 
o laboral del asistente. (4) La cantidad máxima susceptible de reconocer, fijada por la 
AGE24, (5) siendo deducibles de este importe las prestaciones de idéntica naturaleza 
y finalidad. (6) Se admite la posibilidad de un régimen especial de compatibilidad por 

21. Jimeno Jiménez, F.: “El impacto en las prestaciones económicas del sistema de dependencia español de los 
complementos deducibles de idéntica naturaleza y finalidad”, e-Revista Internacional de la Protección Social, vol. III, 
núm. 1, 2018, pp. 202-214.

22. Jimeno Jiménez, F. y Martín Segura, J. A.: “Condicionantes normativos en la asignación del programa individual 
de atención destinado a personas en situación de dependencia”, Revista de Derecho Social, núm. 83, 2017, pp. 75-88.

23. Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre de 2013, por el que se regulan las prestaciones del sistema para 
la autonomía y atención a la dependencia establecidas en la ley 39/2006, publicado en el BOE de 31 de diciembre de 
2013, núm. 313.

24. Los importes máximos permanecen sin modificar desde la aprobación del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 
de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y fomento de la competitividad (BOE de 14 de julio 
de 2012, núm. 168).e-
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cada entidad competente, todo ello, de conformidad con lo previsto en el (7) progra-
ma individual de atención. Dada su naturaleza finalista, debe (8) justificarse el destino 
del importe reconocido.

Antes de analizar los acuerdos aprobados por el Consejo Territorial donde se abor-
da la prestación de asistencia personal, es preciso comentar el contenido de la sen-
tencia de la Audiencia Nacional de 25 de febrero de 201125, ya que considera que los 
acuerdos del Consejo Territorial solamente tienen capacidad de propuesta, una invi-
tación homogeneizadora a las organizaciones competentes para cuando elaboren su 
normativa. Partiendo de esta premisa, en virtud de acuerdos del Consejo Territorial 
del sistema de dependencia, se determina la participación del beneficiario en el cos-
te de la prestación económica26 y la titulación mínima exigible al asistente personal27 
(cualificación profesional de atención Sociosanitaria a personas en domicilio, certifi-
caciones de profesionalidad y otras posibilidades28). Así pues, a los ocho contenidos 
anteriores, las CC. AA. (o Administración competente) podrían añadir las propuestas 
formuladas por el Consejo Territorial donde se determinan condiciones sobre (9) el 
régimen de participación en el coste de la prestación, así como (10) titulación mínima 
que deba poseer el asistente personal contratado.

La incorporación de la asistencia personal en el marco de la LAPAD ha sido en-
tendida como una posibilidad de modernizar la política social, de facilitar recursos 
en dirección a la promoción de la autonomía29. No obstante, la vigencia temporal 
demuestra que no está muy desarrollada en nuestro país aún. Solamente el 0,56% 
de los programas asignados por el sistema de dependencia español tienen como 
destino la prestación económica de asistencia personal30, representando excepcio-
nes el País Vasco (7,06%) y, en menor medida, Castilla y León (0,97%), Comunidades 
autónomas que han contribuido a su aceptación. Posiblemente el menor conocimien-
to de la asistencia personal31 y la mayor difusión de la prestación para cuidados en el 

25. Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo contencioso, de 25/02/2011, tras recurso núm. 90/2009. Ma-
nifiesta que el ejercicio de la atribución del Consejo Territorial “no constituye mas que una propuesta dirigida a los 
órganos competentes, manifestando su criterio sobre el particular para que, en su caso, sea asumido en la forma 
reglamentaria que proceda.

26. La Resolución de 13/07/2012 de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad publica el acuerdo 
del Consejo Territorial de 10 de julio de 2012 (BOE del 03 de agosto de 2012, núm. 185).

27. La Resolución de 02/12/2008 de la Secretaría de Estado de Política Social, Familias y Atención a la dependen-
cia y la discapacidad publica el acuerdo del Consejo Territorial de 27 de noviembre de 2008, BOE del 17 de diciembre 
de 2008, núm. 303, modificada por el Acuerdo de 7 de octubre de 2015 (BOE del 16 de noviembre de 2015, núm. 
274), el Acuerdo de 19 de octubre de 2017 (BOE del 30 de diciembre de 2017, núm. 317) y el Acuerdo de 23 de marzo 
de 2020 (BOE del 25 de marzo de 2020, núm. 82).

28. Se han previsto convocatorias públicas de habilitación provisional y excepcional, en función de ciertos requi-
sitos recogidos en el Acuerdo del Consejo Territorial de 19 de octubre de 2017, así como durante la situación de 
pandemia derivada del COVID-19 en virtud del Acuerdo de 23 de marzo de 2020.

29. Rodríguez-Picavea Matilla, A.: “Reflexiones en torno a la figura del asistente personal para la vida indepen-
diente y la promoción de la autonomía de las personas con diversidad funcional (discapacidad)”, Zerbitzuan, núm. 41, 
2007; pp. 115-127.

30. Información obtenida en página web IMSERSO (www.imserso.es), datos referidos a 28 de febrero de 2021.
31. Saavedra Gutiérrez, M.: “La figura del asistente personal en la ley 39/06, de promoción de la autonomía per-

sonal y atención a personas en situación de dependencia: ¿realidad o quimera?”, Aposta: Revista de Ciencias Sociales, 
núm. 79, 2018, pp. 181-196.e-

R
ev

is
ta

 In
te

rn
ac

io
na

l d
e 

la
 P

ro
te

cc
ió

n 
So

ci
al

 ▶
 2

02
1

Vo
l. 

V
I ▶

N
º 1

 ▶
  p

p.
 7

9 
- 9

5
IS

SN
 24

45
-3

26
9 ▶

 ht
tp

s:/
/d

x.
do

i.o
rg

/1
0.

12
79

5/
e-

R
IP

S.
20

21
.i0

1.
04

La
 co

or
di

na
ci

ón
 d

e l
as

 p
re

sta
ci

on
es

 d
e a

sis
te

nc
ia

 p
er

so
na

l e
n 

el 
D

er
ec

ho
 d

e l
a 

U
ni

ón
 E

ur
op

ea
Fe

rn
an

do
 M

. J
im

en
o 

Jim
én

ez

86

http://www.imserso.es


entorno familiar han contribuido a su limitado desarrollo hasta la fecha. No obstante, 
en el ámbito de la UE varios Estados Miembros acreditan programas y experiencias 
de asistencia personal de manera más intensa32.

IV. �LAS PRESTACIONES ESPAÑOLAS DE DEPENDENCIA Y LA 
COORDINACIÓN EUROPEA

Se ha analizado en las páginas anteriores que cada Estado Miembro de la UE asume la 
competencia en materia de promoción de la autonomía y atención ante la situación de 
dependencia. Sin embargo, el Derecho de la Unión es responsable de la coordinación co-
munitaria, fundamentalmente en el ejercicio del derecho a libre circulación y residencia en 
territorio comunitario, estableciendo reglas aplicables a cuestiones sobre cómputo de pe-
riodos y supresión de cláusulas de residencia (principio de exportación de prestaciones).

¿Por qué es necesaria la coordinación a nivel europeo? No solo es consecuencia 
del principio de libertad de circulación y residencia, sino de la diferente filosofía de los 
modelos de cuidados de larga duración (universal, Seguridad Social y asistencial)33 y 
su manifestación en el Derecho Nacional, con requisitos y condiciones de reconoci-
miento e importes monetarios dispares en función de cada territorio.

¿Qué instrumentos jurídicos utiliza la UE para dar respuesta a las situaciones de con-
flicto que puedan producirse? Por un lado, la aprobación del Reglamento 883/200434 
antes mencionado; por otro, con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE 
ante cuestiones de interpretación y aplicación.

El Reglamento 883/2004 sobre coordinación comunitaria de sistemas de Seguridad 
Social35, vigente a parte de 01 de mayo de 2010, es aplicable a todos los nacionales de 
los Estados Miembros, sin distinguir que sean o no trabajadores36, tal como considera 
su ámbito personal (artículo 2.1). Sin embargo, en su artículo 3, al determinar el ámbito 
de aplicación material, no incluye expresamente el riesgo derivado de la situación de 
dependencia, opinando García de Cortázar y Nebreda37 que la falta de inserción fue 
debida en aquel momento a la oposición del Reino Unido (junto a Suecia y Finlandia).

32. Observatorio Estatal de la Discapacidad: Medición comparativa del impacto socioeconómico y presupuestario 
de la asistencia personal frente a otras prestaciones tradicionales de atención a las situaciones de dependencia, 2017, en 
www.observatoriodeladiscapacidad.info.

33. Instituto de Mayores y Servicios Sociales: El libro Blanco Atención a las personas en situación de dependencia en 
España, 2004, en www.imserso.es.

34. El artículo 90 del Reglamento 883/04 deroga el Reglamento CEE 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1071, rela-
tivo a la aplicación de los regímenes de Seguridad Social a los trabajadores por cuenta ajena, a los trabajadores por cuenta 
propia y a los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad (DO L 149, de 5 de julio de 1971).

35. El Reglamento 883/2004 ha sido modificado por el Reglamento 988/2009, de 16 de septiembre de 2009 
(DOUE de 30 de octubre de 2009, L 284/43) y el 1231/2010, de 24 de noviembre de 2010 (DOUE de 29 de diciembre 
de 2010, L 344/1).

36. El Reglamento 1231/2010 ha ampliado la aplicación a los nacionales de terceros países que, debido a su na-
cionalidad, no estén cubiertos por los mismos, así como a su familia, siempre que residan legalmente en un Estado 
miembro y su situación no esté circunscrita al interior de un solo Estado miembro.

37. García de Cortázar y Nebreda, C.: “Prestaciones de dependencia coordinadas y no coordinadas por el Regla-
mento 883/04: el panorama español”, en Sánchez-Rodas Navarro, C. (dir.): Las prestaciones españolas de dependencia y 
el derecho de la Unión, Laborum, Murcia, 2011, pp. 217-249, indica que los tres Estados pretendían que determinados 
subsidios tuvieran la consideración de no exportables.e-
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A. �La incidencia de la sentencia del tjue en el asunto c-160/96. 
(caso Molenaar)

Ha sido la sentencia del TJUE en el asunto C-160/9638 (caso Molenaar) la que ha fi-
jado su inclusión en el ámbito de aplicación material del Reglamento 883/2004 por 
entender que las prestaciones por dependencia se relacionan con prestaciones de 
enfermedad, supuesto incorporado específicamente en el Reglamento 883/2004 
[art. 3.1.a)]. En este sentido, la sentencia del TJUE en el asunto 388/0939 (da Silva Mar-
tins) entiende que las prestaciones de dependencia completan “las prestaciones del 
seguro de enfermedad”, destinadas a mejorar las condiciones de salud y vida, comen-
tarios ya aportados en la sentencia en el asunto Molenaar.

La sentencia en el asunto Molenaar ha supuesto un punto de inflexión en el com-
plejo universo de las prestaciones derivadas de los cuidados de larga duración, dada 
su inclusión en el Reglamento 883/2004 en tanto que prestaciones derivadas de en-
fermedad, una referencia con trascendencia en futuras sentencias, inicio del camino 
de una asentada jurisprudencia del TJUE40, con etapas diferenciadas, “la de clasifi-
cación, confirmación y refinamiento” (More41), donde subyace la idea de un ámbito 
material de Seguridad Social en extensión42. No obstante, en las últimas fechas se 
vislumbra una postura de interés económico nacional amparada en el concepto de 
“carga excesiva”43.

¿Debe entenderse que la sentencia Molenaar considera las prestaciones de depen-
dencia como prestaciones de Seguridad Social? En los apartados 19 y 20 de la sentencia 
se precisa que la inclusión o exclusión en el reglamento de coordinación de Seguridad 
Social no puede fundamentarse en la denominación que efectúe la legislación nacional 
de los Estados Miembros, sino tomando en consideración “los elementos constituti-

38. Sentencia del Tribunal de Justicia de 5 de marzo de 1998, C-160/96, M. y B. Molenaar y Allgemeine Orts-
krankenkasse Baden-Württemberg. En la misma se refleja que M. y B. Molenaar eran trabajadores por cuenta ajena en 
Alemania, pero residían en Francia. Reclaman la prestación del seguro alemán de enfermedad y asistencial.

39. Sentencia del Tribunal de Justicia de 30 de junio de 2011, C-388/09, Joao Filipe da Silva Martins y Bank Betriebs-
krankenkasse-Pflegekasse.

40. Roales Paniagua, E.: “Trece años de la prestación de dependencia en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
de la Comunidad Europea: del caso Molenaar al de Da Silva Martins (1998-2011), en Sánchez-Rodas Navarro, C. (dir.): 
Las prestaciones españolas de dependencia y el derecho de la Unión, Laborum, Murcia, 2011, pp. 23-54, señala, además 
del supuesto Da Silva Martins, la incidencia en el asunto Jauch, sentencia del Tribunal de Justicia de 08 de marzo de 
2001, C-215/99, F. Jauuch y Penssionsversicherungsanstalt der Arbeiter; asunto Hosse en Sentencia del Tribunal de Justi-
cia de 21 de febrero de 2006, C-286/03, S. Hosse y el Land de Salzburgo; asunto Gaumain-Cerri y Barth en Sentencia 
del Tribunal de Justicia de 08 de julio de 2004, C-502/01, S. Gaumain-Cerri y Kaufmännische Krankenkasse-Pflegekasse 
y C-31/02, M. Barth y Landesversicherungsanstalt Rheinprovinz; el asunto Von Chamier-Glisczinski en Sentencia del 
Tribunal de Justicia de 16 de julio de 2009, C-208/07, Von Chamier-Glisczinski y Deutsche Angesteliten-Krankenkasse.

41. More, G.: “Las prestaciones de dependencia y las normas de coordinación relativas a la Seguridad Social en 
el ámbito de la Unión Europea”, en Sánchez-Rodas Navarro, C. (dir.): Las prestaciones españolas de dependencia y el 
derecho de la Unión, Laborum, Murcia, 2011, pp. 7-21.

42. Sánchez-Rodas Navarro, C.: “Los divergentes conceptos de asistencia social en el Derecho de la Unión Euro-
pea y sus efectos sobre la propuesta de reforma del Reglamento 883/2004”, Revista General de Derecho del Trabajo y 
de la Seguridad Social, núm. 48, 2018.

43. Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 de noviembre de 2014, C-333/13, E. y F. Dano y Jobcenter Leipzig. En 
la misma se refleja la preferencia del interés económico nacional respecto de los residentes de otros Estados Miem-
bros en el reconocimiento de prestaciones de asistencia social, evitando su conversión en una carga excesiva.e-
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vos de cada prestación”, “su finalidad” y los requisitos de obtención. De manera más 
concreta, será Seguridad Social cuando la prestación se reconozca respecto de una 
situación legalmente definida (al margen de apreciaciones individuales o discreciona-
les), con relación a alguno de los riesgos expresamente enumerados en el campo de 
aplicación material, sin tener en cuenta “las valoraciones individuales o discrecionales 
de las necesidades personales”.

Como regla general, conforme a lo reflejado en el párrafo anterior, las prestaciones 
por dependencia previstas en la LAPAD se pueden considerar como de Seguridad 
Social a los efectos de inclusión en el actual Reglamento 883/04, al derivarse de (1) un 
derecho de ciudadanía (art. 5 de la LAPAD), sometido al cumplimiento de requisitos 
de acceso (periodo de cinco años de residencia, de los que al menos dos son inme-
diatamente anteriores a la solicitud, junto a la situación de dependencia conforme a 
baremo preestablecido44) y (2) considerarse una prestación por enfermedad, tras la 
decisión de asimilación efectuada por el TJUE en la sentencia del asunto Molenaar.

B. �Totalización de periodos y supresión del requisito de residencia de las 
prestaciones de dependencia

Una vez incorporadas las prestaciones de dependencia al ámbito de aplicación ma-
terial del Reglamento 883/04, podrían resultar aplicables las reglas contenidas sobre 
cómputo de periodos (residencia y cotización), así como la supresión del requisito de 
residencia (exportación de prestaciones).

Así, de conformidad con el artículo 6 del Reglamento 883/04, se tendrán en cuenta 
todos los periodos de aseguramiento y residencia cubiertos en otros Estados Miem-
bros, destinados a adquirir, conservar y recuperar prestaciones, todo ello, de confor-
midad con el principio de igualdad de trato (artículo 4), ante la preferencia del Dere-
cho de la UE y la jurisprudencia del TJUE45. Aplicado al ámbito de las prestaciones por 
dependencia españolas, se deberían computar los tiempos de residencia en la UE a 
los efectos de cumplimiento de los mínimos previstos para acceder al sistema (cinco 
años/dos inmediatos a la solicitud en la LAPAD).

En cuanto a la supresión del requisito de residencia, el análisis no es tan sencillo, 
debiendo distinguir las prestaciones en metálico respecto de las facilitadas en. espe-
cie (servicios). El artículo 7 del Reglamento 883/04 elimina el requisito de residencia 
en las prestaciones en metálico, sin posibilidad de “reducción, modificación, suspen-
sión, supresión o confiscación” por la circunstancia de residir en Estado miembro dis-
tinto de la entidad deudora. Sin embargo, en las prestaciones en especie se aplica el 
contenido del artículo 17, indicando que serán facilitadas por la entidad del lugar de 

44. Real Decreto 174/2011, de 11 de febrero de 2011, baremo de valoración de la situación de dependencia, 
publicado en el BOE de 18 de febrero de 2011, núm. 42.

45. Sánchez-Rodas Navarro, C.: “El ingreso mínimo vital a la luz del Derecho de la Unión Europea y de los Convenios 
Internacionales de Seguridad Social vigentes en España”, Cuadernos de Derecho Transnacional, marzo 2021, vol. 13, núm. 
1, pp. 629-656, aplica el principio de totalización de periodos de residencia al nuevo ingreso mínimo vital español.e-
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residencia (legislación nacional del lugar de residencia y por cuenta de la entidad com-
petente), no siendo posible la aplicación de principio de exportación de prestaciones.

En tanto que prestación de dependencia, ¿se aplican las reglas contenidas en el 
Reglamento 883/04 a la asistencia personal? La respuesta a este interrogante se es-
tudia en el apartado siguiente, al amparo de la reciente jurisprudencia del TJUE.

V. �LA POSICIÓN DEL TJUE EN RELACIÓN CON LA 
PRESTACIÓN DE ASISTENCIA PERSONAL

Tras la jurisprudencia del TJUE con origen en el asunto Molenaar, parece asentada la 
idea de considerar las prestaciones españolas de dependencia incluidas en el Regla-
mento 883/04464748, dado que se reconocen en virtud de (1) una situación legalmen-
te definida y (2) considerarse prestaciones de enfermedad. Cabría la duda sobre si 
considerar la asistencia personal como prestación en metálico o en especie, aunque 
partiendo de su naturaleza finalista, en principio es razonable su consideración como 
servicio indirecto (especie).

Sin embargo el TJUE ha reflexionado y manifestado su opinión en los últimos años 
con dos sentencias cuyo fondo de análisis recae sobre la asistencia personal. Por un 
lado, la sentencia del TJUE en el asunto C-433/1349 analiza naturaleza de la presta-
ción de asistencia personal; por otro, la sentencia del TJUE en el asunto C-679/201650 
adopta su posición sobre la (in)aplicación del Reglamento 883/04.

A. La sentencia en el asunto C-433/13 (Comisión/República eslovaca)

La sentencia del TJUE en el asunto C-433/13 estudia, sin aclarar, los planteamientos 
dispares formulados por la Comisión de la UE frente a la República de Eslovaquia. 
El origen de la controversia se fundamenta en la falta de abono de prestaciones de 
asistencia personal (entre otras) a titulares eslovacos por el hecho de residir en la 
República de Chequia.

Entiende la Comisión que tienen derecho a la percepción aunque residan los bene-
ficiarios en otro Estado Miembro, toda vez que reúnen las “características de presta-
ciones por enfermedad” y su naturaleza se ajusta a la concesión objetiva y obligatoria 
por parte de las autoridades competentes eslovacas, actos administrativos sometidos 

46. García de Cortázar y Nebreda, C.: “El campo de aplicación del Reglamento 883/2004”, Revista del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, núm. 64, 2006, pp. 51-62.

47. Maldonado Molina, J. A.: “La coordinación de los cuidados de larga duración en la Unión Europea. La indepen-
dencia de la dependencia”, Revista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, núm. 48, 2018, p. 4.

48. Sánchez-Rodas Navarro, C.: “El ingreso mínimo vital a la luz del Derecho de la Unión Europea y de los Conve-
nios Internacionales de Seguridad Social vigentes en España”, ob. cit., pp. 629-656.

49. Sentencia del Tribunal de Justicia de 16 de septiembre de 2015, asunto C-433/2013 tras recurso de la Comi-
sión contra la República de Eslovaquia.

50. Sentencia del Tribunal de Justicia de 25 de julio de 2018, C-679/2016, consulta del Tribunal Supremo (conten-
cioso-administrativo) de Finlandia.e-
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a control jurisdiccional. Para la Comisión la asistencia personal no es una prestación 
en especie, su destino “es facilitar la movilidad”, “contribuir a su integración social y 
autonomía”, “complementar las prestaciones de enfermedad y mejorar el estado y la 
calidad de vida de las personas que dependen de dicha asistencia”, no siendo objetivo 
compensar la pobreza material.

Sin embargo, la República Eslovaca precisa que la asistencia personal, conforme 
a su legislación nacional, es una prestación en especie cuya finalidad no es la mejora 
del estado de salud del beneficiario, sino la integración social de las personas con dis-
capacidad grave, en función de la situación socioeconómica del perceptor y sometida 
a concesión facultativa, motivos por los que entiende se corresponde con prestación 
de asistencia social y, por tanto, excluida del ámbito material del Reglamento 883/04 
(conforme a su artículo 3.5.a).

El TJUE en su sentencia de 16 de septiembre de 2015 resuelve que las excepciones 
al principio de exportación de prestaciones de Seguridad Social deben interpretarse 
en sentido estricto. No obstante, reconoce que la prestación económica de asisten-
cia personal de la República Eslovaca no es propia de Seguridad Social y, por tanto 
se encuentra excluida del Reglamento 883/04, debido a que su reconocimiento está 
sometido a facultad de apreciación por la autoridad nacional, impidiendo su consi-
deración en “función de una situación legalmente definida”. Como se había apuntado 
en páginas anteriores, según la sentencia del TJUE no se cumpliría el primer requisito 
de inclusión en el ámbito de aplicación del Reglamento 883/04, circunstancia que 
limita la profundización en el segundo de los condicionantes, su consideración o 
no como prestación por enfermedad. Este segundo examen lo efectúa el TJUE en el 
asunto C-679/16.

B. �La sentencia en el asunto C-679/16 (cuestión prejudicial planteada  
por el Tribunal Supremo de Finlandia)

El Tribunal Supremo (Contencioso-Administrativo) de Finlandia realiza petición de tres 
decisiones prejudiciales al TJUE. Las cuestiones están referidas a la prestación econó-
mica de asistencia personal (cinco horas a la semana) reconocida por su municipio 
de residencia (Espoo) a un ciudadano finlandés, persona con discapacidad grave, sin 
posibilidad de realizar actividad económica, con la finalidad de cursar estudios supe-
riores en el Estado Miembro de Estonia (Tallín). El ciudadano finlandés permanece 
durante la semana (tres o cuatro días) en la localidad de estancia (Tallín) y regresa los 
fines de semana a su residencia de Finlandia (Espoo).

El Tribunal Supremo de Finlandia plantea al TJUE tres cuestiones prejudiciales con-
catenadas, plenamente relevantes en la cuestión objeto del presente estudio:

1.	 ¿Es la asistencia personal una prestación de enfermedad y, por tanto, incluida 
en el ámbito de aplicación del Reglamento 883/04?
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2.	 En el supuesto de no inclusión, ¿se produce restricción a la libertad de circulación 
y residencia en el supuesto de negativa al abono de la prestación de asistencia 
personal? ¿Atenta contra los artículos 20 y 21 del Tratado de Funcionamiento de la 
UE51?

3.	 En el caso de considerarse una restricción a la libre circulación y residencia, ¿se 
podrían alegar razones de interés general para evitar el pago de la prestación 
en tanto la estancia sea en otro Estado Miembro?

Razona la primera cuestión prejudicial el TJUE indicando que la asistencia personal 
(para cursar estudios superiores) no puede considerarse una prestación de enferme-
dad y, por tanto, queda excluida del Reglamento 883/04. La razón se justifica en que su 
objetivo no consiste en mejorar la salud del beneficiario, sino posibilitar la vida en convi-
vencia como miembros de la comunidad en condiciones de igualdad. Como indican las 
Conclusiones del Abogado General52, “la asistencia personal no es de naturaleza médi-
ca (47)”. Por tanto, a pesar de reunir el primer requisito exigido para la inclusión en el 
ámbito del Reglamento 883/04 (situación legalmente definida, al margen de cualquier 
apreciación individual y discrecional), el TJUE entiende que no se acredita el segundo, 
al entender que la asistencia personal no es prestación derivada de la enfermedad.

Una vez resuelta negativamente la primera cuestión prejudicial, concluye la sen-
tencia cuando analiza la segunda, que la falta de inclusión en el Reglamento no res-
tringe la posibilidad de mantener la prestación de asistencia personal en un domicilio 
de estancia (Estonia) distinto del correspondiente a la entidad competente (Finlandia), 
por entender que su restricción implicaría un incumplimiento de los artículos 20 y 
21 del TFUE, al establecerse un derecho de ciudadanía de la UE que garantiza, entre 
otros, a circular y residir libremente en el territorio de los Estados Miembros.

Finalmente, en la tercera cuestión prejudicial TJUE estima que no es posible limitar 
la libre circulación y residencia fundamentada en consideraciones de interés general, 
debido a que el reconocimiento de una prestación de asistencia personal no com-
promete el equilibrio financiero de la Seguridad Social, ni existen dificultades en la 
supervisión y seguimiento de los requisitos exigibles en su concesión (regresa sema-
nalmente a Finlandia).

Por tanto, el TJUE en el asunto C-679/16 excluye la prestación de asistencia personal 
del ámbito de aplicación del Reglamento 883/04, por no considerarse prestación deri-
vada de enfermedad, aunque reconociendo el principio de su exportación por medio 
del derecho a la libre circulación y residencia previsto en los artículos 20 y 21 del TFUE.

Una consideración relevante de la sentencia es la mencionada en el apartado 56. 
Se ha consolidado el Estatuto del ciudadano de la UE53, reconociendo la igualdad de 

51. Tratado de Funcionamiento de la UE, publicado en versión consolidada en el DOUE el 26 de octubre de 2012 
(C 326/47).

52. Conclusiones del Abogado General Sr. Paolo Mengozzi, presentadas el 31 de enero de 2018 en el asunto 
C-679/16.

53. Sentencia en el caso Bogendorff, asunto C-438/14, de 02 de junio de 2016. De igual forma, la sentencia en el 
asunto Sayn-Wittgenstein, asunto C-208/09, de 22 de diciembre de 2010.e-
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trato como principio de Derecho, motivando que quien se encuentra en la misma 
situación debe recibir el mismo trato jurídico, con independencia de su nacionalidad.

VI. LA PROPUESTA DE REFORMA DEL REGLAMENTO 883/04

La propuesta de reforma del Reglamento 883/2004 planteada por el Parlamento y 
el Consejo54 con fecha 13 de diciembre de 2016 incluye en su exposición de motivos 
nuevos ámbitos de coordinación, entre ellos, la necesidad de incorporar los cuidados 
de largo duración, denominación equivalente a las atenciones prestadas con ocasión 
de la situación de dependencia. Las instituciones comunitarias cuantifican el gasto 
público de protección a la dependencia en los Estados Miembros de la UE en 0,4% 
sobre el total, afectando a 80.000 ciudadanos, circunstancias que justifican la preten-
sión de coordinación comunitaria.

La reforma no es fácil de abordar. Los Estados Miembros mantienen posiciones 
divergentes. La mayoría se manifiesta por definir el concepto cuidados de larga dura-
ción, incluir un capítulo específico o una lista de prestaciones, incluso las tres opcio-
nes a la vez; para otros, la respuesta consistiría en mantener la situación actual. En 
todo caso, la propuesta final incluye:

1.	 Un capítulo 1 bis donde se acuerda la inclusión de las prestaciones por cuida-
dos de larga duración como riesgo protegido susceptible de coordinación.

2.	 Se deriva a la Comisión Administrativa para que elabore un listado detallado de 
prestaciones en especie y metálico (art. 35 bis).

3.	 Se admite la posibilidad de conceder prestaciones en metálico por cuidados de 
larga duración de conformidad con otros capítulos del Reglamento (art. 35 bis).

4.	 Se establecen reglas específicas sobre acumulación de prestaciones (art. 35 
ter) y reembolso entre instituciones (artículo 35 quater).

En el supuesto de prosperar esta modificación del Reglamento 883/04, con inclu-
sión de las prestaciones derivadas de cuidados de larga duración en su ámbito de 
aplicación material, sería relevante para la asistencia personal conocer su encuadra-
miento concreto dentro del listado de prestaciones en especie o metálico, ante la 
diferente configuración de cada modalidad y la aplicación de reglas propias.

VII. CONCLUSIONES

La regulación de la prestación de asistencia personal es competencia de las Adminis-
traciones Públicas competentes en el sistema de dependencia (CC. AA. y la AGE en 

54. Propuesta de reforma del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifican el Reglamento (CE) nº 
883/2004, sobre coordinación de los sistemas de Seguridad Social, y el Reglamento (CE) nº 987/2009, por el que se 
adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) nº 883/2004, de 13 de diciembre de 2016. COM (2016) 215 
final. 2016/0397 (COD).e-
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Ceuta y Melilla), debiendo respetar varios preceptos previstos en el Derecho Mínimo 
establecido en la LAPAD y la normativa de desarrollo, varias referencias que definen el 
concepto y determinan algunas reglas de aplicabilidad. El Consejo Territorial ha fijado 
criterios en la determinación de la capacidad económica y en la titulación exigible al 
asistente personal.

Para garantizar la libertad de circulación y residencia de ciudadanos beneficiarios 
de prestación de asistencia personal, al amparo de los artículos 45 (trabajadores) y 
21 (ciudadanos) del TFUE, en condiciones de igualdad, resulta necesario reflexionar 
sobre la posibilidad de su inclusión en el Reglamento 883/04, de coordinación de 
coordinación de sistemas de Seguridad Social.

Desde la sentencia del TJUE en el asunto Molenaar, las prestaciones por depen-
dencia se encuentran coordinadas por el Reglamento 883/04, al considerar el Tribu-
nal de Luxemburgo que es riesgo derivado de enfermedad. Sin embargo, tras la sen-
tencia en el asunto C-679/16 (cuestión prejudicial promovida por el Tribunal Supremo 
de Finlandia), se excluye de su ámbito de aplicación la asistencia personal, dado que 
no tiene origen en la atención de la salud, sino en la promoción de la vida autónoma 
e integración en la vida comunitaria en condiciones de igualdad.

Aunque el TJUE excluye las prestaciones de asistencia personal del Reglamento 
883/04, entiende que se debe respetar el principio de exportación conforme a los 
artículos 20 y 21 del TFUE, garantizadores del derecho a la libertad de residencia y 
circulación en la UE. De igual forma, al amparo del principio jurídico de igualdad de 
trato y no discriminación con origen en la nacionalidad, se totalizan los periodos de 
residencia y aseguramiento cubiertos en los Estados Miembros, a los efectos de ad-
quirir, conservar o recuperar la prestación de asistencia personal.

Es previsible la incorporación futura en el Reglamento 883/04 del riesgo específico 
denominado “cuidados de larga duración”, momento en el que la prestación de asis-
tencia personal quedaría incluida en su ámbito material. La Comisión Administrativa 
deberá determinar si es una prestación en metálico o especie, aplicando las particu-
laridades previstas para cada modalidad.
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